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Introducción




    El derecho de la propiedad horizontal ha sido objeto de una profunda renovación en los últimos tiempos; la Ley 8/1999, de 6 de abril, de Propiedad Horizontal incorpora una concepción más moderna de este tipo de propiedad, claramente orientada a dotar de mayor flexibilidad y celeridad a las relaciones entre los copropietarios de cada finca.




    Entre las novedades introducidas cabe destacar la modificación de la rigurosa regla de la unanimidad, ya que obstaculizaba la realización de determinadas actuaciones convenientes para la comunidad; de este modo, se ha flexibilizado el régimen de mayorías para el establecimiento de determinados servicios: porterías, ascensores, supresión de barreras arquitectónicas, servicios de telecomunicaciones, etc.




    Otra de las grandes demandas de la sociedad era lograr que las comunidades de propietarios pudieran legítimamente cobrar lo que les adeudaban los copropietarios integrantes: es lo que se ha dado en llamar lucha contra la morosidad; con la reforma de la ley se han creado una serie de medidas tales como la afectación real del inmueble transmitido al pago de los gastos generales a la anualidad en la cual tenga lugar su adquisición, la creación de un procedimiento judicial ágil y eficaz para el cobro de las deudas de la comunidad, la constitución de un fondo de reserva, etc.




    Este manual ofrece una exposición rigurosa pero asequible para todos, especialmente para quienes carecen de conocimientos jurídicos especializados sobre la propiedad horizontal, e incide en aquellos aspectos más polémicos de la experiencia cotidiana y en las soluciones proporcionadas por la práctica judicial.




    En los primeros capítulos, tras la presentación de la institución, se exponen jerárquicamente las reglas que regulan la propiedad horizontal; también se analiza la base material de la comunidad, el régimen jurídico de los elementos comunes y el de las partes privativas.




    A continuación se examinan los órganos de gobierno de las comunidades de propietarios: la junta de propietarios (convocatoria, citaciones y notificaciones, asistencia a las juntas) y los diversos órganos personales (presidente, vicepresidente, secretario y administrador).




    Seguidamente se estudia el régimen jurídico para la adopción de acuerdos por la junta de propietarios, es decir, las mayorías necesarias para la eficacia y validez de los acuerdos. Asimismo, se detalla la documentación que debe llevar toda comunidad de propietarios para su adecuado gobierno.




    Continúa la exposición con el análisis de los derechos y deberes de los copropietarios, seguido de una aproximación al régimen procesal de la propiedad horizontal (el régimen de la impugnación de los acuerdos y la defensa de los derechos de los comuneros). Cierra el libro un examen de la novedosa regulación de los complejos inmobiliarios privados.




    El manual no sólo incorpora las novedades introducidas por la reforma de la Ley de Propiedad Horizontal de 1999, sino que también hace hincapié en los diversos aspectos de la materia que han sido modificados por la entrada en vigor de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, que ha modificado sustancialmente la legislación procesal general, así como en aquellos preceptos de la Ley 51/2003 de Igualdad de Oportunidades que afectan al régimen de propiedad horizontal.




    En diversos capítulos se plantean algunos casos prácticos, que servirán para ejercer un razonamiento sobre los temas expuestos. La virtud de estos ejercicios reside en que obliga, a quien intenta resolverlos, a replantearse los conceptos y partes teóricas estudiadas.




    Esperamos haber conseguido nuestro propósito de proporcionar un conocimiento fácil y práctico de las cuestiones expuestas.


  




  

    
Fundamentos jurídicos de la propiedad horizontal




    Hay un hecho social básico que en los últimos tiempos ha influido de manera sustancial en la ordenación de la propiedad urbana. Se trata de la necesidad de las edificaciones, tanto para la vida de la persona y de la familia como para el desarrollo de actividades fundamentales, como el comercio, la industria y, en general, el ejercicio de las profesiones.




    Junto a ese factor, que es propio de todo sistema de convivencia, existe hoy otra circunstancia también determinante: las dificultades que entrañan la adquisición, disponibilidad y disfrute de espacios habitables.




    La acción del Estado en estas cuestiones incide en tres ámbitos distintos aunque muy relacionados:




    a) La construcción: impulsándola a través de medidas indirectas y, en ocasiones, a través de iniciativas directas.




    b) El arrendamiento: a través de una legislación que limita la autonomía de la voluntad con el fin de asegurar una permanencia en el disfrute de las viviendas y los locales de negocio en condiciones económicas sometidas a un sistema de intervención y revisión.




    c) La propiedad: a través de la llamada propiedad horizontal, cuya razón de ser es el logro del acceso a la propiedad urbana mediante una inversión de capital; al poder quedar circunscrita al espacio y elementos indispensables para atender a las propias necesidades, es más asequible a todos y la única posible para muchas personas.




    
La comunidad horizontal como propiedad dividida




    Actualmente, la mayor parte de los edificios están constituidos en régimen de propiedad horizontal. Eso significa que la compra de un piso no supone la mera adquisición de la superficie del mismo, sino que además se adquiere una parte de los elementos comunes del edificio. Un edificio dividido en régimen de propiedad horizontal está constituido por:




    a) Elementos privativos de cada propietario: son los espacios delimitados y susceptibles de aprovechamiento independiente —por tener salida propia a un elemento común o a la vía pública—, así como todos los elementos arquitectónicos o instalaciones que estén incluidos dentro de su perímetro y sirvan en exclusiva al propietario.




    b) Elementos comunes: son los elementos arquitectónicos o servicios de un edificio no susceptibles de aprovechamiento independiente por cada propietario, y que han sido establecidos para dar servicio común a todos los propietarios de la comunidad.




    De hecho, cuando se construye un edificio destinado a ser vendido por pisos, se va pasando del elemento común básico por excelencia —el solar— a la determinación de los espacios aéreos —pisos o locales— de propiedad privativa mediante la parcelación horizontal siguiendo este orden:




    1. Construcción de elementos comunes de sostén de la estructura del edificio: cimentaciones, muros, pilares, columnas.




    2. Construcción de elementos comunes de separación o división que delimitan los espacios aéreos: fachadas anterior y posterior, paredes laterales y divisorias entre los pisos, techos, suelos entre piso y piso y cubiertas (adopten o no la forma de terrazas).




    3. Queda encima del edificio otro elemento común: el vuelo.




    4. Construcción de elementos comunes de acceso: portal con puerta a la vía pública, pasos, corredores, escaleras, ascensores, montacargas.




    5. Construcción de elementos comunes accesorios: puertas, ventanas, cerraduras, verjas, instalaciones eléctricas, pintura, decorado y conducción e instalaciones generales.




    6. Y, por último, construcción de los elementos privativos accesorios de los pisos o locales: tabiques dentro de cada piso, pintura de interiores, canalizaciones individuales, cocinas, baños, servicios, instalaciones interiores de agua, luz, fuerza y gas.




    La coexistencia de un derecho singular y exclusivo de propiedad sobre determinados elementos, denominados elementos privativos, y un derecho de copropiedad conjunto e inseparable sobre otros servicios o elementos comunes a todos los propietarios conlleva que ni los dueños de los pisos pueden prescindir de los demás en lo que se refiere a los elementos comunes del edificio, ni los copropietarios de estos pueden desconocer que los dueños de los pisos son propietarios exclusivos de los mismos.




    La determinación de lo que es elemento común o privativo no la deciden los técnicos o promotores de la construcción, sino la ley o la voluntad de las partes a la hora de otorgar el título constitutivo en la escritura notarial de declaración de obra y división horizontal. Por eso, llegados a este punto, se analiza a continuación la propiedad separada y los elementos comunes que integran en su conjunto la propiedad horizontal.




    
Propiedad separada




    En la Ley 8/1999 de Reforma de la Ley de Propiedad Horizontal se dispone que al dueño de cada piso o local le corresponde:




    El derecho singular y exclusivo de propiedad sobre un espacio suficientemente delimitado y susceptible de aprovechamiento independiente, con los elementos arquitectónicos e instalaciones de todas clases, aparentes o no, que estén comprendidos dentro de sus límites y sirvan exclusivamente al propietario, así como el de los anejos que expresamente hayan sido señalados en el título, aunque se hallen situados fuera del espacio delimitado.




    El objeto de propiedad separada se define como un derecho exclusivo de propiedad que otorga plenas facultades al propietario del piso o local, tanto en lo relativo al uso y disfrute como a su disposición.




    En general, los requisitos que son estrictamente necesarios para que elementos integrados en la propiedad horizontal puedan ser calificados como privativos, son:




    — que se encuentren perfectamente delimitados. No es indispensable la existencia de elementos arquitectónicos de separación como paredes de cierre o tabiques, pero sí cualquier signo físico o material que cumpla ese papel, como las líneas pintadas que delimitan unas plazas de garaje de otras;




    — que sean susceptibles de aprovechamiento independiente;




    — que tengan salida propia a un elemento común del edificio o a la vía pública;




    — que pertenezcan a distintos propietarios.




    La propiedad separada puede recaer sobre unidades inmobiliarias muy diversas, dada la gran variedad de supuestos en los que se puede aplicar la Ley de Propiedad Horizontal a partir de la reforma de 1999. Sin embargo, nos centraremos en las situaciones más habituales para ofrecer la siguiente clasificación:




    — departamentos ordinarios: pisos o viviendas;




    — locales, zonas separadas y otras unidades inmobiliarias;




    — complejos inmobiliarios privados.




    Los departamentos ordinarios: pisos o viviendas




    En la propiedad horizontal ordinaria, el piso o vivienda comprende una sección horizontal o una fracción de la edificación.




    La unidad inmobiliaria en régimen de propiedad separada puede ser continua o discontinua físicamente. La continuidad se rompe en el caso de los anexos que se hallan situados fuera del espacio delimitado, lo cual tiene lugar, por ejemplo, cuando la unidad inmobiliaria —sótano, garaje, buhardilla— es susceptible de aprovechamiento independiente pero carece de cuota de participación propia en el título constitutivo, o cuando permanece con una vinculación al departamento principal que le proporciona acceso al exterior.




    Locales, zonas separadas y otras unidades inmobiliarias




    El local es el espacio de una habitación o de un edificio. Mientras que el término piso parece hacer referencia a una división en sentido vertical, o sea, de arriba abajo de un edificio, el término local hace referencia a una división distinta del espacio. Si bien los conceptos de piso y local pueden en algún caso coincidir, normalmente se trata de ideas distintas, ya que piso lleva consigo la idea de habitabilidad, de destino para vivienda y habitación, y local implica una utilización comercial, de negocio o industria.




    Los complejos inmobiliarios privados




    Las urbanizaciones o complejos inmobiliarios independientes son un conjunto de edificaciones independientes entre sí, pero dotadas de unas instalaciones o servicios comunes, como espacios destinados a aparcamiento, jardines, instalaciones y otros servicios que ayudan a un mejor uso y disfrute del inmueble.




    
Elementos comunes




    Los elementos comunes, llamados también en la Ley de Propiedad Horizontal servicios o instalaciones comunes, son aquellas dependencias o partes del edificio necesarias o útiles para su adecuado uso y disfrute por parte de todos los propietarios.




    Así lo establece el Código Civil:




    La propiedad de cada piso o local llevará inherente un derecho de copropiedad sobre los demás elementos del edificio necesarios para su adecuado uso y disfrute.




    Es un concepto que se genera por oposición al de parte privativa. Así como esta se caracteriza porque su utilización está exclusivamente reservada a cada propietario, los elementos comunes están afectos al uso o utilización de todos los copropietarios.




    La copropiedad sobre elementos comunes que corresponde a cada propietario de piso o local tiene las siguientes particularidades:




    — su inseparabilidad, es decir, que sólo pueden ser enajenados, embargados o gravados exclusivamente con la parte determinada privativa —piso o local— de que son anexos;




    — que en ningún caso las partes en copropiedad son susceptibles de división;




    — otorgan, en proporción a su cuota, una participación en las cargas y beneficios por la que habrá de contribuir a los gastos comunes.




    El uso y disfrute de los elementos comunes ha de ser acorde con las características, destino y finalidad del servicio o elemento común de que se trate, sin ignorar ni perturbar el correlativo derecho que asiste a los demás copropietarios del inmueble.




    El Código Civil contiene una enumeración no exhaustiva de los elementos comunes, pero es un artículo con carácter meramente expositivo, de modo que no todos los elementos que recoge han de ser necesariamente comunes.




    ■ ¿Cuál es la relación entre los elementos privativos y los elementos comunes?




    ◊ La Ley de Propiedad Horizontal parte de la idea de que las partes privativas y los elementos comunes forman un todo indisoluble: quien se convierta en propietario de las primeras, pasará simultáneamente a ejercer de copropietario de los segundos.




    Los bienes comunes son inseparables de la parte privativa, de forma que no cabe transferencia de los mismos de forma independiente. Es decir, cuando un copropietario vende un piso no puede hacerlo guardándose el derecho de copropiedad sobre los elementos comunes, sino que cuando un piso se vende, alquila, hereda, se hace acompañado de su anejo inseparable de elementos comunes.




    Además, los elementos comunes son indivisibles, o lo que es lo mismo, no se pueden fragmentar y repartir entre los miembros de la comunidad, a no ser que hayan cambiado de categoría y perdido así su condición de elementos comunes. Este proceso se llama desafectación, y puede iniciarse sólo en determinados supuestos.




    Los elementos comunes por su naturaleza y los elementos comunes por destino




    En cierto modo, un edificio puede compararse con un organismo vivo, ya que está sustentado por un esqueleto (pilares, vigas y muros maestros), atravesado por unas canalizaciones que transportan fluidos «vitales» (agua limpia, electricidad, gas...) y por otras que evacuan las aguas y los humos sucios, mientras que los residuos sólidos tienen su propio circuito de salida (montacargas, contenedores...).




    Muchos elementos son esenciales para la propia supervivencia del edificio; de modo que si, por ejemplo, cedieran los pilares o las vigas, el conjunto del edificio se vendría abajo.




    Sin embargo, hay otros elementos que no son esenciales, que carecen de importancia estructural (por ejemplo, un tabique sencillo), o bien sólo dan servicio a una persona (por ejemplo una llave de paso o un interruptor en el interior de una vivienda). Partiendo de estas premisas, dentro de los elementos comunes se suele distinguir entre los que lo son por su naturaleza y los que lo son por destino al servicio de todos o algunos de los elementos privativos.




    [image: ]




    Los elementos comunes por su naturaleza son inherentes al derecho singular de propiedad sobre cada uno de los espacios limitados susceptibles de aprovechamiento independiente; son indivisibles por cuestiones estrictamente físicas.




    Los elementos comunes por destino son aquellos anexos que se adscriben al servicio de todos o algunos de los propietarios singulares, sin que sea necesario por cuestiones físicas.




    Así pues, los elementos comunes por naturaleza no pueden perder esta condición ni siquiera por acuerdo de la comunidad, pues tiene dicha condición en virtud de derecho necesario, mientras que los comunes por destino sí pueden perder el carácter si se acuerda válidamente.




    Ahora bien, en los elementos comunes por destino, aunque el título constitutivo o el acuerdo de la junta atribuya el uso exclusivo de un elemento a uno o varios pisos —porque no sea necesario el uso de dicho elemento común por el resto de los copropietarios—, ello no supone que el elemento pierda el carácter de común, pues la atribución del uso exclusivo no implica atribución del derecho de propiedad, sino únicamente la mera utilización del mismo, sin otra pretensión que la de servir al adecuado y completo disfrute de la propiedad privativa constituida por el piso o local.




    Un caso típico de inmueble con elementos comunes por destino lo constituye un edificio con dos escaleras; cada una de ellas sólo sirve para un cierto sector de pisos, caso en el que es posible atribuir el uso en exclusiva de la escalera a esos pisos o locales, creando entre ellas una comunidad parcial con régimen independiente en lo que concierne al uso, conservación y mantenimiento. Este supuesto es distinto del de los complejos inmobiliarios privados, ya que estos son edificios o parcelas independientes, y en el supuesto que se está tratando existe un solo edificio, con una estructura única pero diversas escaleras.


  




  

    
Marco normativo




    Al igual que todas las demás instituciones jurídicas, la propiedad horizontal también cuenta con unas normas que ordenan su funcionamiento.




    Las normas reguladoras de la propiedad horizontal son fácilmente determinables y resulta igualmente sencillo establecer su jerarquía —es decir, en qué orden predominan unas sobre otras—; no obstante, en la práctica se produce frecuentemente confusión entre algunos de sus niveles jerárquicos, las normas se denominan erróneamente, no se impone su aplicación cuando procede o, por el contrario, se prescinde de ellas cuando resultan ineludibles.




    Las diversas normas que regulan esta materia se agrupan en tres niveles jerárquicos. Esto significa que las que están en el nivel superior tienen mayor rango que las de los otros dos niveles inferiores, y que, a su vez, estos no pueden contradecirlas, y así sucesivamente: las del segundo nivel han de respetar a las del primero pero se imponen a las del tercero.




    Las normas del primer nivel están al margen de la capacidad de decisión de los ciudadanos, ya que su elaboración depende del parlamento español, así como de los parlamentos y órganos de gobierno de las comunidades autónomas. Por el contrario, las normas de los niveles inferiores pueden establecerse, modificarse y extinguirse por los propios vecinos de una comunidad.




    De ahí que deba distinguirse entre dos tipos de normas:




    a) normas de derecho necesario: porque tienen que ser obligatoriamente observadas sin que los particulares puedan modificarlas a su conveniencia; son algunas cuyo cumplimiento inexcusable impone la Ley de Propiedad Horizontal;




    b) normas de derecho dispositivo: con el único límite de la ley, pueden ser dispuestas por los ciudadanos; son el título constitutivo, los estatutos, el reglamento de régimen interior y los acuerdos de las juntas.




    El objeto del presente capítulo es el análisis del primer nivel normativo de la propiedad horizontal.
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          Art. 396 del Código Civil y Ley de Propiedad Horizontal
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          Título constitutivo y estatutos


        

      




      

        	

           


        



        	

           


        



        	

           


        

      




      

        	

          Tercer nivel
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          Reglamento de régimen interior y acuerdos de juntas


        

      


    




    
La Ley de Propiedad Horizontal de 21 de julio de 1960




    En España, a partir de los años cincuenta, esta forma de propiedad alcanzó una difusión extraordinaria, debido (aparte de ser una de las formas de luchar contra el problema de la escasez de vivienda) a la restrictiva legislación sobre arrendamientos urbanos existente.




    Por un lado, los propietarios de los edificios, cansados de las rentas que la ley reguladora de los arrendamientos permitía, vendían a los inquilinos los pisos que estos ocupaban. Por otro lado, las constructoras de viviendas evitaban edificar para arrendar (de esta forma no estaban sometidas a la Ley de Arrendamientos Urbanos).




    En aquel entonces no existía una legislación específica aplicable a las situaciones legales derivadas de la división de las fincas por pisos, y se procedía de acuerdo con lo establecido en el artículo 396 del Código Civil, que era del todo insuficiente para cubrir la nueva situación que se estaba produciendo.




    De esta manera se llega a la reforma de 1960, iniciada por un Proyecto de Ley presentado a las Cortes por acuerdo del Consejo de Ministros de fecha 17 de marzo de 1960, publicado en el Boletín Oficial de las Cortes el día 20 de abril del mismo año, que fue objeto de muchas y variadas discusiones. El 21 de julio de 1960 se promulgó la Ley de Propiedad Horizontal, que ha servido de norma específica para resolver los problemas relativos a las fincas divididas por pisos.




    Esta ley se promulgó cuando el desarrollo de esta forma de propiedad había alcanzado un grado insospechado de desarrollo, y era urgente su regulación y ordenamiento con carácter general. La realidad imponía su creación. Se comprendió que la propiedad horizontal no podía depender de una regulación fragmentaria o simplemente rectificadora de los escasos preceptos legales existentes, y se optó por una solución nueva, que dio lugar a la promulgación de la Ley de Propiedad Horizontal, de 21 de julio de 1960 (en adelante, LPH de 1960).




    Esta ley representa, más que una forma de legalidad vigente, la ordenación ex novo de manera completa de la propiedad por pisos. Se lleva a cabo mediante una ley de carácter general, en el sentido de que es de aplicación en todo el territorio nacional.




    
La Ley 8/1999 de 6 de abril, de reforma de la Ley de Propiedad Horizontal




    La vigente Ley de Propiedad Horizontal data del año 1960, aunque desde entonces ha sufrido diversas modificaciones de carácter menor, salvo la última, en 1999, que revolucionó aspectos esenciales de la ley.




    Se debe tener en cuenta también lo que estipula al respecto el Código Civil, aunque sus principios están comprendidos en la ley. Tampoco deben olvidarse otras normas que ordenan aspectos concretos de la propiedad horizontal, como la Ley 15/1995, de 30 de mayo, que regula las obras que afectan a los elementos comunes en beneficio de las personas minusválidas; y el Real Decreto Ley 1/1998, de 27 de febrero, que se refiere a infraestructuras para acceso a servicios de telecomunicación. A ambas normas nos referiremos más adelante en sus respectivos apartados.




    En el anexo que figura al final de este libro se transcribe el texto íntegro de la Ley 8/1999, de 6 de abril, de reforma de la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal. Es interesante conocerlo en su integridad y tenerlo a disposición para poderlo consultar ante cualquier duda que pueda surgir (véase pág. *).




    La Ley 8/1999 introduce importantes reformas en la Ley de Propiedad Horizontal, modificaciones que pretenden dotar de mayor flexibilidad y celeridad a las relaciones entre los copropietarios de cada finca. Las novedades se centran principalmente en el régimen de mayorías para la adopción de acuerdos comunitarios —se relaja el requisito de la unanimidad para algunos acuerdos— y en las medidas para reducir la morosidad en las cuotas de la comunidad: creación de un fondo de reserva obligatorio, privación del derecho de voto de los morosos y, por último, la creación de un nuevo procedimiento judicial cuasi ejecutivo que hace más rápido el procedimiento de reclamación judicial de estas deudas.




    ■ ¿En qué ha afectado la reforma de la LPH al Código Civil?




    ◊ El propósito de la reforma no ha sido otro que el de adecuar a las necesidades de la sociedad la regulación de la materia que constituye la propiedad horizontal, como forma de propiedad establecida en el artículo 396 del Código Civil.




    El nuevo artículo 396 del Código Civil, reproducido literalmente en el Anexo (véase pág. *), no ofrece más variaciones que la inclusión de nuevos elementos comunes, como los recintos de servicios, conducciones para evacuación de humos, servicios audiovisuales, etc., a la vez que han desaparecido otros de mayor tradición como porterías, escaleras y ascensor, pero indicando asimismo que lo serán cualesquiera otros que por su naturaleza o destino resulten indivisibles.




    En consecuencia, estamos ante una relación meramente enunciativa y no limitativa de dichos elementos comunes.




    Los demás párrafos del artículo 396 del Código Civil continúan exactamente igual que antes, declarando la imposibilidad de la división de la cosa común y de la enajenación, gravamen o embargo, salvo que se haga juntamente con la parte privativa; asimismo, se mantiene la prohibición del derecho de tanteo y retracto entre los copropietarios para la venta de sus pisos o locales.




    Flexibilidad de las mayorías necesarias para la adopción de acuerdos




    La nueva ley considera excesivamente rigurosa la unanimidad legalmente exigida hasta el momento.




    Actualmente la unanimidad sólo es exigible para la validez de los acuerdos que impliquen la aprobación o modificación de las reglas contenidas en el título constitutivo de la propiedad horizontal o en los estatutos de la comunidad.




    Para el establecimiento o supresión de los servicios de ascensor, portería, conserjería, vigilancia u otros servicios comunes de interés general —incluso cuando supongan la modificación del título constitutivo o de los estatutos— se requerirá el voto favorable de las tres quintas partes del total de los propietarios que, a su vez, representen las tres quintas partes de las cuotas de participación.




    La instalación de infraestructura comunes para el acceso a los servicios de telecomunicaciones o de aprovechamiento de energía solar o nuevos suministros energéticos podrá ser acordada, a petición de cualquier propietario, por un tercio de los integrantes de la comunidad que representen, a su vez, un tercio de las cuotas de participación.




    La adopción de acuerdos de ordinaria administración, como son la aprobación de los presupuestos de ingresos y gastos, el nombramiento y cese de cargos, la aprobación de obras de mejora o la decisión de ejercer acciones judiciales, se aprueban, en primera convocatoria, por mayoría del total de propietarios que a su vez representen la mayoría de las cuotas de participación; en segunda convocatoria será suficiente la mayoría simple o relativa de los propietarios asistentes, siempre que esta represente, a su vez, más de la mitad del valor de las cuotas de los presentes.




    Lucha contra la morosidad




    Uno de los objetivos primordiales que se ha planteado en la Ley 8/1999 es la lucha contra la morosidad, con el fin de garantizar la posibilidad de que las comunidades de propietarios puedan cobrar legítimamente lo que les adeuden los copropietarios que las integran; por ese motivo la ley ha establecido una serie de medidas precautorias, así como un nuevo procedimiento judicial que facilite la reclamación de tales cantidades ante los órganos jurisdiccionales.




    Actualización de la regulación de convocatoria, de las actas de las juntas y de las funciones de los órganos de la comunidad




    Esta actualización se ha llevado a cabo al hacer necesario que la convocatoria de la junta contenga una relación de los copropietarios que no se encuentren al corriente de pago.




    La nueva ley establece también una regulación de las funciones de los órganos de la comunidad, especialmente del administrador, que podrá ser cualquier copropietario siempre que disponga de una cualificación profesional suficiente, y del presidente, que podrá solicitar al juez ser relevado de su cargo en el plazo de un mes desde su nombramiento.




    
La propiedad horizontal en la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000




    La nueva Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (en adelante LEC), ha originado múltiples consecuencias sobre el régimen jurídico de la propiedad horizontal y, por consiguiente, sobre el quehacer cotidiano de las comunidades de propietarios; y no sólo por su condición de potenciales partícipes en el proceso judicial y, por tanto, destinatarias de todas las innovaciones incorporadas por este nuevo código procesal, sino también desde la privilegiada posición que ostentan como sujeto activo del proceso monitorio, que es un proceso especial regulado por la LPH y objeto de una nueva redacción en la LEC 2000.




    

      PRINCIPALES MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR LA NUEVA LEY DE PROPIEDAD HORIZONTAL




      1. Endurecimiento de las sanciones para el desarrollo de actividades contrarias o perjudiciales para la finca.




      2. Mejora en la garantía o afectación real de la comunidad (la transmisión del piso o local necesita del certificado de la comunidad).




      3. Posibilidad de notificar por medio del tablón de anuncios.




      4. Obligación de aceptar el nombramiento de presidente.




      5. Fin del derecho de veto: desaparición de la exigencia de unanimidad para asuntos importantes, ya que con una mayoría de 3/5 se podrán adoptar acuerdos que alteren servicios comunes.




      6. Nuevo tratamiento de la morosidad: los morosos no podrán votar ni impugnar acuerdos y podrán verse sometidos a un proceso judicial ejecutivo y ser condenados en costas.




      7. Regularización de los complejos urbanísticos.




      8. Establecimiento de un fondo de reserva.


    




    Las novedades que introduce la LEC 2000 respecto a la LPH se refieren esencialmente a tres cuestiones, todas ellas de extraordinaria trascendencia para la efectividad de las reclamaciones de deudas comunitarias:




    a) El régimen de las costas procesales en los supuestos en los que no es preceptiva la intervención de abogado y procurador.




    Esta es una cuestión capital, puesto que en el proceso monitorio (en reclamaciones de hasta 30.050,61 euros), no es preciso valerse de dichos profesionales para la presentación de la petición inicial, tras la cual, teóricamente, deberían finalizar la mayor parte de estos procesos ante la incomparecencia del deudor, y en todo caso, aunque llegue a formularse oposición, si por razón de la cuantía (901,52 euros) no fuera tampoco obligada su intervención.




    b) El embargo preventivo obligatorio en el supuesto de oposición del deudor a la reclamación de la comunidad.




    Los efectos disuasorios del embargo sobre el deudor resultan evidentes.




    c) La posibilidad de acumular a la pretensión principal del proceso gastos extrajudiciales previos al ejercicio de la acción, entre los que ocupan un lugar preferente los derivados del requerimiento a través de notario.




    Esta medida, al igual que las anteriores, intenta evitar el frecuente retraimiento de las comunidades de propietarios a la hora de ejercer acciones judiciales contra los morosos a consecuencia de los elevados costes de la preparación de la demanda, que en buena parte hace poco económica la decisión de la junta.


  




  

    
Constitución de la propiedad horizontal I




    La propiedad horizontal es una institución que sujeta las relaciones de varios propietarios de los elementos independientes de un edificio a un determinado régimen jurídico. Ello exige la formalización de un título constitutivo, así denominado porque constituye, en el régimen de propiedad horizontal, al edificio a que se refiere.




    Cabe distinguir varios supuestos, según el edificio se encuentre totalmente terminado, comenzado o en proyecto:




    a) El edificio terminado: un edificio está completamente terminado cuando su construcción está acabada, esto es, cuando el arquitecto director de la obra certifica su acabado final correcto.




    En esta fase, si el título constitutivo es otorgado por el propietario único del edificio ya construido, la doctrina entiende que el título es realmente constitutivo de la propiedad horizontal, pero que el régimen de la propiedad horizontal sólo será operativo cuando concurra el supuesto de la pluralidad de copropietarios de pisos. Se trata de una constitución formal o preventiva: el título configura anticipadamente el régimen de propiedad horizontal, que cobrará plena vigencia con la transmisión de la propiedad del primer piso o departamento.




    Si el título constitutivo es otorgado por la pluralidad de propietarios de pisos o departamentos, la aprobación del título requiere la unanimidad en los acuerdos de la junta de propietarios.




    b) El edificio en construcción: la situación de la fase de construcción de un edificio suele denominarse prehorizontalidad.




    En tales casos puede formalizarse la inscripción de esos edificios en el Registro de la Propiedad desde el momento mismo en que su construcción se encuentre comenzada. Pero para que un edificio en régimen de propiedad por pisos acceda al Registro como edificio en propiedad horizontal es necesario que el régimen de la propiedad horizontal esté ya constituido. Por consiguiente, en tales supuestos será conveniente que se proceda a la descripción individualizada de todo el edificio, planta, pisos, locales, servicios, etc., conforme a las prescripciones de la legislación hipotecaria.




    c) Edificio en proyecto: es aquel supuesto en el que existe un solar edificable y un proyecto de edificio —con las licencias administrativas pertinentes, visado del Colegio de Arquitectos, etc.—, pero sin que se haya dado comienzo a la construcción.




    A pesar de que existen razones de peso en contra de la posibilidad de otorgamiento del título constitutivo, normalmente suele admitirse tal constitución, siempre y cuando las características fundamentales del inmueble estén perfectamente determinadas.




    Cuando la transmisión de la propiedad de un edificio se ha realizado sin que el promotor haya constituido con anterioridad el régimen de propiedad horizontal, los primeros trámites que deben llevar a cabo los propietarios de los pisos para constituir una comunidad en régimen de propiedad horizontal son los siguientes:




    — adquisición del libro de actas y legalización en el Registro de la Propiedad donde esté inscrita la finca;




    — celebración de la junta de constitución de la comunidad, con nombramiento de cargos, aprobación de presupuesto y cuotas que aportar, levantando acta.




    — solicitud de NIF de la comunidad a Hacienda, aportando el libro con el acta de la junta constituyente.




    
Modalidades de constitución de la propiedad horizontal




    La constitución de la propiedad horizontal suele producirse cuando el propietario o propietarios de una finca, terminada, en construcción o simplemente proyectada, prevén su división en pisos o locales.




    Se crea un título constitutivo —escritura de división en propiedad horizontal, o de división por pisos—, se inscribe en el Registro de la Propiedad y los pisos o locales pasan a ser una entidad diferenciada de cualquier otra y susceptible de individualización. A partir de ese momento, cada entidad o apartamento seguirá su propia historia.




    Según las formas posibles de originarse la propiedad horizontal, en la LPH no hay referencia alguna al momento de su origen; sin embargo, suelen distinguirse dos tipos de adquisición de la propiedad horizontal: adquisición originaria de la propiedad horizontal y adquisición derivativa.




    Adquisición originaria de la propiedad horizontal




    Este es el supuesto de edificación nueva en la que uno o varios promotores, como es el caso de las cooperativas, construyen un inmueble en el que se da la característica de división en elementos privativos con salida independiente a la vía pública o a un elemento común. En este caso existe horizontalidad, aunque no se produzca el otorgamiento de un título formal de constitución: estamos en presencia de la denominada propiedad horizontal de hecho, que es distinta por las peculiaridades arquitectónicas reseñadas de una mera comunidad civil de bienes, a la que se aplican sólo las normas comunes de derecho privado.




    La mera construcción del inmueble produce este efecto, sin necesidad de esperar a que algunos o varios de sus elementos privativos —pisos o locales— se enajenen.




    

      TRÁMITES QUE DEBEN REALIZAR LOS PROPIETARIOS EN LA CONSTRUCCIÓN DE UN EDIFICIO




      Cuando los propietarios realicen una construcción habitable deberán llevar a cabo los siguientes trámites:




      — comprar el solar;




      — elaboración del plano de la obra;




      — obtención de una licencia de obra mayor;




      — firma de un contrato con el constructor;




      — dar de alta en Hacienda la obra nueva;




      — inscribir en el Registro de la Propiedad la finca en división horizontal;




      — autorización de las escrituras particulares;




      — acometida de agua potable;




      — acometida de luz-fuerza;




      — alta en el Ayuntamiento de los arbitrios municipales;




      — solicitud en el Ministerio de Industria para instalar el ascensor;




      — obtención de la licencia para utilizar el ascensor;




      — constitución de la comunidad de propietarios;




      — redacción de los estatutos de la comunidad;




      — redacción de los reglamentos de régimen interior;




      — nombramiento del presidente de la comunidad, vicepresidente, portero, conserje...


    




    Adquisición derivativa




    Nos hallamos ante una adquisición derivativa cuando, comenzada la construcción del edificio y nacida la propiedad horizontal por concurrir todos los requisitos legales necesarios para ello, los distintos pisos y locales son objeto de transmisión separada.




    Estas adquisiciones pueden surgir por diferentes tipos de transmisiones: ínter vivos o mortis causa.




    ADQUISICIÓN POR ACTOS ÍNTER VIVOS




    La adquisición de un piso o local suele producirse por actos ínter vivos. El caso típico es el de la existencia de un propietario del piso o local —al que se denomina vendedor o transmitente— y el que desea adquirir dicho apartamento —llamado comprador—. Ambas partes se pondrán de acuerdo y establecerán los pactos que crean oportunos hasta llegar a la compraventa del apartamento interesado, otorgando ante notario la correspondiente escritura.




    Las formas de adquisición por actos ínter vivos son muy variadas: ocupación, adjudicación, transmisión, permuta, donación, compraventa, etc., aunque la forma más habitual sigue siendo esta última.




    ADQUISICIÓN MORTIS CAUSA




    La forma de adquisición mortis causa se produce tras el fallecimiento de una persona, propietaria de un piso o local; entonces su heredero, después de llevar a cabo los trámites legales oportunos, pasa a ser titular propietario del piso o local.




    ADQUISICIÓN POR DECISIÓN JUDICIAL




    El origen de la propiedad horizontal puede también tener su origen en una decisión judicial. Así sucede, por ejemplo, en el caso de un procedimiento instado por un copropietario indiviso que no desea continuar con la indivisión.




    En este sentido, el artículo 400 del Código Civil establece:




    Ningún copropietario estará obligado a permanecer en la comunidad. Cada uno de ellos podrá pedir en cualquier tiempo que se divida la cosa común. Esto, no obstante, será válido al pacto de conservar la cosa indivisa por tiempo determinado que no exceda de diez años. Este plazo podrá prorrogarse por tiempo determinado que no exceda de diez años. Este plazo podrá prorrogarse por nueva convención.




    De este modo, el propietario indiviso puede instar ante el juez competente un procedimiento dirigido a la división de la cosa común porque no desea continuar con la indivisión; todo ello siempre y cuando no exista vigente ningún pacto por el cual se haya establecido un plazo para conservar la cosa indivisa.




    ■ ¿Cómo se constituye la propiedad horizontal?




    ◊ La propiedad horizontal puede constituirse de diversas formas:




    — mediante la decisión del promotor del edificio;




    — por acuerdo de un grupo de personas que se juntan para llevar a cabo la construcción de pisos;




    — por decisión del juez;




    — cuando un edificio, cuya posesión pertenece a varias personas, se transforma en propiedad horizontal.




    La constitución por cualquiera de estas formas debe hacerse en escritura pública.




    
Título constitutivo




    La sujeción de las personas titulares de los elementos de un edificio al régimen de propiedad horizontal exige la formalización del título constitutivo, así denominado porque constituye en el régimen de propiedad horizontal al edificio a que se refiere.




    El supuesto más habitual es el del promotor de un edificio que emprende su construcción y, cuando ya la ha finalizado, procede a la venta de los diversos pisos que lo componen. Ese edificio existe de hecho, e incluso puede haberse inscrito como tal en el Registro de la Propiedad, después de haber otorgado la escritura pública de obra nueva en la que describa sus características esenciales. Pero para efectuar la venta de la vivienda es necesario que esta también exista jurídicamente, cobrando individualidad propia. Esto se logra a través del título constitutivo, mediante el cual el promotor acude al notario y otorga una escritura de división horizontal en la que, partiendo del edificio cuya declaración de obra nueva ya tiene hecha, independiza (divide) cada uno de sus elementos: sus viviendas, locales, plazas de garaje, trasteros, etc. Esta escritura de división horizontal es lo que la LPH denomina título constitutivo, cuya formalización exige la consignación de los datos que la propia ley señala.
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    Sólo después de que el título constitutivo haya sido otorgado podrán inscribirse en el Registro de la Propiedad los diversos pisos, locales, etc., como fincas independientes, constituirse hipotecas sobre ellas de forma individualizada, y, en fin, ingresar tales pisos, locales, etc., en el tráfico jurídico como elementos patrimoniales autónomos con todos los elementos para garantizar la seguridad jurídica de su dueño.




    Se ha de advertir que en la práctica totalidad de los casos los estatutos están integrados físicamente en el título constitutivo, es decir, que están en la misma escritura, lo que lleva a que se denomine título constitutivo no sólo a este propiamente dicho sino a ambos, aunque no sea exacto.




    
Los estatutos




    Los estatutos de la propiedad horizontal son la expresión de la autonomía de la voluntad de los propietarios, y están sujetos, por tanto, a sus mismos límites.




    En ellos suelen incluirse disposiciones relativas a los elementos comunes, como por ejemplo, la asignación de un uso exclusivo a determinados departamentos (siempre que no sean de necesaria utilización para todos).




    Pueden prohibir determinadas actividades en pisos o locales, establecer la contribución de cada departamento; también con cierta frecuencia se incluyen en los estatutos cláusulas de reserva de ciertas facultades a favor de determinados propietarios.




    Los estatutos pueden contenerse en el título constitutivo o fuera de él, su otorgamiento es voluntario y no requieren ninguna forma concreta, pero, obviamente, si se pretende su inscripción en el Registro de la Propiedad, deberán constar en documento público.




    Es comúnmente admitido que deben ser establecidos por el propietario único antes de enajenar los pisos, por acuerdo unánime de todos los copropietarios o, en defecto de acuerdo, por laudo o resolución judicial; también cabe que todos los propietarios autoricen a uno para su otorgamiento unilateral. El fundamento de esta normativa radica en la finalidad de que los adquirientes no queden vinculados por reglas que ignoraban al contratar, de donde se deduce también la siguiente regla: aun cuando los estatutos sean otorgados por quien puede hacerlo, no perjudicarán a terceros si no están inscritos en el Registro de la Propiedad; esta norma opera tanto si los redacta el propietario inicial único y los terceros son los sucesivos compradores, como si se trata de una comunidad en funcionamiento en la que ingresa un nuevo miembro; no obstante, también se admite su eficacia frente a terceros si, aunque no estén inscritos, fuesen conocidos por él al tiempo de contratar: en tal caso queda vinculado a ellos.




    ■ ¿Cuál es la función principal de los estatutos?




    ◊ Las normas recogidas en los estatutos establecen derechos y obligaciones con categoría de leyes y, lógicamente, su contenido no puede contradecir la ley.




    Su función esencial es la de completar lo establecido en el título constitutivo, desarrollando de una manera más extensa y específica el régimen jurídico de la propiedad horizontal en aquellos apartados en los que no estén previstas las necesidades de los propietarios.




    
Limitación de la autonomía de la voluntad




    Los estatutos cumplen una doble finalidad: por un lado pueden constituir, otorgar o reconocer derecho a favor de los comuneros que no estén reconocidos de antemano en la ley. Por otra parte, pueden regular el ejercicio de derechos de los comuneros, reconocidos por la ley o por los mismos estatutos.




    Estas funciones deben ser cumplidas con un respeto riguroso de los límites que impone la ley, pues en cuanto los excedan, la regla que hubiera infringido el límite será nula, aunque se mantenga la validez del resto.




    La Ley de Propiedad Horizontal es reiterativa en cuanto al señalamiento de estos límites. No obstante, es tarea complicada su determinación, puesto que si bien en algunos casos la cuestión no ofrece dudas, en otros es tan discutible que incluso los propios tribunales dictan sentencias no coincidentes contemplando el mismo supuesto.




    Las normas legales que deberían ser respetadas inexcusablemente por las disposiciones estatutarias son las siguientes:




    1. La prohibición de dividir, vender, gravar o embargar los elementos comunes (o la parte proporcional que cada comunero tiene sobre ellos) sin el piso o local al que sirven.




    2. La falta del derecho de tanteo o retracto a favor de los demás comuneros cuando uno de ellos vendiera su vivienda o local, con fundamento en el régimen de propiedad horizontal, aunque puede desde luego existir válidamente ese derecho con fundamento distinto.




    3. La prohibición de modificar los coeficientes sin acuerdo unánime de los comuneros.




    4. Los requisitos para la formación del título constitutivo y la necesidad de unanimidad para su modificación.




    5. La prohibición de desarrollar actividades no permitidas en los estatutos que resulten dañinas para la finca o que contravengan las disposiciones generales sobre actividades molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o ilícitas.




    6. La necesidad de obtener el acuerdo unánime de los demás copropietarios cuando alguno de ellos divida materialmente los pisos o locales y sus anejos, los aumente o disminuya, así como de que se fijen los nuevos coeficientes con el mismo acuerdo unánime.




    7. Las diversas obligaciones de los comuneros: respetar las instalaciones del edificio, mantener en buen estado de conservación su propio piso e instalaciones para no perjudicar a los demás e indemnizarles si les dañara, consentir que se realicen en su propio piso las reparaciones exigidas por el inmueble, permitir las servidumbres imprescindibles para la creación de servicios comunes de interés general que hubiesen acordado cuatro quintas partes de los copropietarios, y permitir la entrada en su piso o local a los efectos anteriormente prevenidos.




    8. La prohibición de exigir nuevas instalaciones, servicios o mejoras que no requieran la adecuada conservación, habitabilidad y seguridad del inmueble, según su naturaleza y características.




    9. La necesidad de que se autorice por unanimidad la construcción de nuevas plantas, así como cualquier otra alteración en la estructura o fábrica del edificio o en los elementos comunes; y la necesidad de ajustar los coeficientes a la nueva realidad resultante de aquellas.




    10. Las normas que regulan la elección del presidente de la comunidad.




    11. Las normas de asistencia y de representación para las juntas.




    12. El régimen de acuerdos de la junta de propietarios y su formalización en el libro de actas.




    13. El régimen para la reclamación de las cuotas a alguno de los comuneros en caso de impago.




    14. Las causas de extinción de la propiedad horizontal.




    ■ ¿Cuáles son los límites de los propietarios en el momento de confeccionar los estatutos de una comunidad?




    ◊ Los estatutos están limitados por la ley; por eso sus disposiciones no pueden obligar a nadie cuando la contradicen.




    De este modo, serían nulas las cláusulas que, por ejemplo, trataran de prohibir el arrendamiento, las que permitieran a un propietario solicitar la división de la comunidad; o aquellas cláusulas que convirtieran los cargos de presidente, administrador y secretario en irrevocables.




    No existe ningún modelo de estatutos porque estos tienen que redactarse de acuerdo con la comunidad de que se trate, teniendo en cuenta los servicios de que está dotada y los distintos tipos de gastos. Para su elaboración debería hacerse un estudio previo de sus necesidades y expectativas, y también es muy importante contar con el asesoramiento profesional de un abogado o de un administrador de fincas, cuyas aportaciones y sentido práctico son fundamentales para su viabilidad futura.




    Ni que decir tiene que los estatutos no son obligatorios, que una gran mayoría de las comunidades no los tienen y no por ello funcionan peor. Otras tienen una simple transcripción parcial de la Ley de Propiedad Horizontal. En general, los estatutos no son más que una adaptación de la ley a unas circunstancias comunitarias concretas. No obstante, la experiencia nos dice que cada propiedad horizontal presenta características propias que muchas veces aconsejan una regulación más minuciosa y detallada que la mera remisión a los preceptos de la ley. Esto es importante. Más que largas normas estatutarias copiadas simplemente de formularios al uso, es recomendable establecer escasas, pero claras y concretas, regulaciones de aquellos aspectos que por la especial configuración física del inmueble hagan prever que puedan ser una fuente de conflictos. La finalidad del derecho es la convivencia pacífica, y la experiencia nos demuestra que una regulación a tiempo, precisa y concreta evita discusiones y pleitos.




    Con las reservas anteriormente expuestas, en el Anexo del final del libro se transcribe un modelo de estatutos (véase pág. *).




    Recientemente, con la reforma de la ley se plantea frecuentemente si es necesario no adaptar los estatutos existentes a la situación actual. Está claro que, aunque no se haga, aquellos preceptos que contradigan lo que dispone la ley no son de aplicación, y la conveniencia o no de una adaptación tiene que decidirla la propia comunidad, o sus rectores, que son quienes habrán de proponerla. Las modificaciones posteriores de los estatutos llevan el mismo trámite: aprobación unánime de la comunidad e inscripción en el registro correspondiente.




    ■ ¿Qué trámites han de seguir los propietarios de una comunidad si los estatutos no estuvieran establecidos por el promotor del edificio ni estuvieran incorporados al título constitutivo de la propiedad?




    ◊ Los estatutos pueden ser elaborados por el constructor, promotor o el propietario único del inmueble, con carácter previo a la venta de los pisos o locales; en ese caso, los estatutos vendrán impuestos a los compradores.




    También puede suceder que sean elaborados por el conjunto de propietarios existentes y aprobados por unanimidad.




    En ambos casos, se parte de las normas contenidas en la LPH y sobre ellas se trabaja de forma que se incluyen las especialidades, teniendo en cuenta las adaptaciones y particularidades de cada edificio.




    Finalmente, en caso de que los propietarios no se pusieran de acuerdo en algunos de los aspectos que se deben recoger en los estatutos, estos podrán ser aprobados por laudo arbitral.


  




  

    
Constitución de la propiedad horizontal II




    La constitución de una casa en propiedad horizontal, tal y como está regulada en la LPH, se ha de producir por una declaración de voluntad del titular o titulares del edificio, dirigida en forma específica a configurar la casa en régimen especial, con una problemática específica y una legislación especial aplicable.




    
Inscripción de los estatutos en el Registro de la Propiedad




    La Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 5 de noviembre de 1982 analiza la cuestión relativa a la inscripción del título constitutivo concluyendo que todas las circunstancias referentes a la regulación de la propiedad horizontal «permanecerán sin la suficiente publicidad, con los riesgos que ello comporta, si no pudieran tener acceso al Registro de la Propiedad, que es la institución adecuada para darlas a conocer a terceros».




    Aunque no es obligatoria la inscripción en el Registro de la Propiedad del título constitutivo, sí es muy recomendable, ya que mientras no se inscriba en régimen de propiedad horizontal, el edificio entero figurará en el Registro como una finca única, y no se podrá inscribir como finca independiente cada piso o local.




    La LPH permite que, junto al título constitutivo, las comunidades de propietarios puedan aprobar sus propias normas internas, es decir, sus estatutos y reglamentos internos.




    La LPH establece: «El estatuto privativo no perjudicará a terceros si no ha sido inscrito en el Registro de la Propiedad». Así pues, cuando los estatutos están inscritos en el Registro de la Propiedad, su contenido obliga y afecta, además de a los miembros de la comunidad, a terceros.




    El concepto de tercero abarca a los adquirientes de pisos o locales una vez constituido el edificio en propiedad horizontal y también a los titulares de derechos personales y reales que se constituyan sobre los mismos. Así pues, no son terceros los miembros de la comunidad de propietarios al tiempo de producirse la inscripción, sino los adquirientes posteriores, ya que aquellos son los que inscriben.




    De este modo, cuando los estatutos están inscritos en el Registro de la Propiedad, su contenido es obligatorio y afecta no únicamente a los miembros de la comunidad, sino que el tercero, adquiriente, también deberá acatarlos necesariamente. Si los estatutos no están inscritos en el Registro, puede darse cualquiera de estas dos situaciones:




    — que el tercero conozca de la existencia de los estatutos al adquirir el piso o local o al constituir un derecho real o de crédito; en este caso, el contenido de los estatutos le son obligatorios y le afectan;




    — que el tercero desconozca la existencia de los estatutos al adquirir el piso o local o al constituir un derecho real o de crédito; en este caso, los estatutos no le afectan. Existe una cláusula que se suele incluir en los contratos de venta de pisos y locales en la que se hace constar que el adquiriente tuvo conocimiento de los estatutos al obtener su titularidad; en caso de disconformidad, el adquiriente deberá probar que dicha cláusula no refleja la realidad, es decir, deberá acreditar que desconocía la existencia de tales estatutos.




    Una buena opción para evitar este tipo de situaciones puede ser la de incluir en los contratos de venta o arrendamiento una cláusula en la que el futuro titular del piso declare conocer las normas por las que se rige la comunidad.




    ■ ¿En qué tipo de documento se recogen los estatutos?




    ◊ La LPH no especifica qué forma deben adoptar los estatutos, pero sí indica que pueden incluirse en el título constitutivo.




    De hecho, los estatutos pueden recogerse en un documento privado en poder de la comunidad, o bien en un documento público inscrito en el Registro de la Propiedad, ya sea en la propia escritura de constitución del régimen de propiedad horizontal o bien en otro documento público.




    Esta última es la opción más aconsejable, ya que el cumplimiento de los estatutos es obligatorio para los propietarios que los suscribieron y también para sus sucesores o herederos, pero estando registrados afectarán también a terceras personas (inquilinos y ocupantes de las viviendas, nuevos compradores de los pisos o locales, etc.), quienes no podrán justificar sus infracciones alegando desconocimiento de las normas recogidas en los estatutos.




    
Los estatutos y la Ley de Defensa del Consumidor




    El artículo 51 de la Constitución Española prevé una defensa genérica del consumidor, que en el ámbito de la contratación se ha regulado en la Ley 26/1984, de 19 de julio, de Defensa del Consumidor.




    Cualquier contrato es resultado de una interacción entre la voluntad privada y la ley (que cuida por los intereses comunes).




    El contrato no es un instrumento privilegiado de manifestación del poder de la voluntad privada, sino una estructura abierta que se halla en situación de reflejar no sólo los intereses de los contratantes sino también los intereses de la colectividad.




    Esta cuestión es fundamental y debe tenerse en cuenta a la hora de redactar normas de comunidad o estatutos con cláusulas que puedan atentar al justo equilibrio y buena fe que exige la ley.




    De este modo, el propietario-promotor puede redactar los estatutos de una comunidad de propietarios antes de iniciar la venta, siempre y cuando estos no incluyan cláusulas abusivas o lesivas; ello es así porque la ley reconoce al empresario la facultad de establecer los estatutos, si bien estos quedan sometidos a la censura de la ley, que las tendrá por no puestas si van en detrimento del adquiriente causándole un perjuicio de manera desproporcionada o no equitativa.




    
Modificación del título




    La alteración del título constitutivo es uno de los aspectos más relevantes de la reforma de la Ley de Propiedad Horizontal, que ha establecido un nuevo régimen de mayorías para la formación de la voluntad colectiva en la junta de propietarios.




    Para la modificación del título constitutivo o de los estatutos es necesario el consentimiento unánime de los propietarios. La ley establece, no obstante, dos excepciones:




    1. Para el establecimiento o supresión de los servicios de ascensor, portería, conserjería, vigilancia u otros servicios comunes de interés general, incluso cuando supongan una modificación del título constitutivo o de los estatutos, se requerirá el voto favorable de las tres quintas partes del total de los propietarios que, a su vez, representen las tres quintas partes de las cuotas de participación.




    2. La realización de obras o el establecimiento de nuevos servicios comunes que tengan por finalidad la supresión de barreras arquitectónicas que dificulten el acceso o la movilidad de las personas con discapacidad, incluso cuando impliquen la modificación del título constitutivo o de los estatutos, requerirá el voto favorable de la mayoría de los propietarios que, a su vez, representen la mayoría de las cuotas de participación.




    En ambos casos se computarán como votos favorables los de aquellos propietarios ausentes de la junta, debidamente citados, quienes una vez informados del acuerdo adoptado por los presentes, conforme al procedimiento establecido en la LPH, no manifiesten su discrepancia por comunicación a quien ejerza las funciones de secretario de la comunidad en el plazo de treinta días naturales, por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción.




    ■ ¿Cómo se modifican los estatutos de una comunidad de propietarios?




    ◊ Para modificar lo establecido en los estatutos es necesario el mismo procedimiento que cuando se constituyeron: convocándose a todos y cada uno de los propietarios existentes, anunciándose expresamente el objeto de la convocatoria y aprobándose cada cambio por unanimidad. Basta, pues, que un propietario se niegue a la adopción de una modificación, para que esta quede vetada.




    El acuerdo deberá recogerse en documento público o privado (en caso de recogerse en documento público, deberá inscribirse en el Registro de la Propiedad).




    
Cuotas de participación




    La Ley de Propiedad Horizontal establece:




    A cada piso o local se atribuirá una cuota de participación con relación al total del valor del inmueble y referida a centésimas del mismo. Dicha cuota servirá de módulo para determinar la participación en las cargas y beneficios por razón de la comunidad. Las mejoras o menoscabos de cada piso o local no alterará la cuota atribuida, que sólo podrá variarse por acuerdo unánime.




    Este precepto debe relacionarse con otro párrafo de la LPH:




    En el mismo título se fijará la cuota de participación que corresponde a cada piso o local, determinada por el propietario único del edifico al iniciar la venta por pisos, por acuerdo de todos los propietarios existentes, por laudo o por resolución judicial. Para su fijación se tomará como base la superficie útil de cada piso en relación con el total del inmueble, su emplazamiento interior o exterior, su situación y el uso que se presuma racionalmente que va a efectuarse de los servicios o elementos comunes.




    La fijación de la cuota de participación tiene una importancia decisiva en el régimen de la comunidad, ya que sin la misma, el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes por parte de los propietarios resultaría imposible. De este modo, la cuota tiene diversos cometidos:




    1. Determina la participación de cada uno de los pisos o locales en la propiedad de los elementos comunes del edifico (solar, cubiertas, fachadas, etc.).




    2. Establece la distribución entre los distintos propietarios de los gastos y cargas de cualquier tipo que genera la comunidad de propietarios.




    3. Determina igualmente la participación de cada propietario en cualquier beneficio que se derive de la situación de comunidad.




    4. Distribuye los votos entre los propietarios con derecho a asistir a la junta, así como el quórum necesario para la válida constitución de la junta y para la adopción de los acuerdos según el distinto régimen de mayorías para cada tipo de acuerdos.




    En cuanto a la distribución de gastos entre los propietarios del edificio, hay que decir que como regla general la distribución se hará en proporción a la cuota de cada uno. Sin embargo, la jurisprudencia ha admitido que, junto a la cuota de participación en la propiedad de los elementos comunes, puede existir otra cuota de participación en los gastos comunes. Incluso cabe que existan diversas cuotas de gastos, distintas de las cuotas de participación, aplicables a cada tipo de gasto común que genere la comunidad.




    La determinación de la cuota de participación puede realizarse por:




    — el promotor-vendedor, antes de comenzar la venta de los pisos y locales;




    — la totalidad de los propietarios del edificio por acuerdo unánime;




    — por laudo arbitral o resolución judicial, en defecto de cualquiera de los dos sistemas anteriores.




    ■ ¿La cuota de participación debe ser igual para todos los propietarios de vivienda o local?




    ◊ No. Tal y como se prevé en la LPH, la contribución de cada propietario para hacer frente a los gastos comunes se realiza en función de la cuota de participación que figura en los estatutos del inmueble.




    La cuota de participación de la vivienda o locales se fijará teniendo en cuenta la superficie útil, emplazamiento, situación, si es interior o exterior, así como el uso que se presume de la utilización de los servicios comunes, tales como el ascensor, los servicios de portería o conserjería, etc.




    No obstante, se puede contribuir por partes iguales si así lo establecen los estatutos o el título constitutivo.




    Una vez establecida, la cuota de participación podrá ser modificada por los propietarios, exigiendo para su validez que el acuerdo se adopte por unanimidad y en junta de propietarios.




    Además de una alteración voluntaria, la LPH prevé que la cuota de participación deberá forzosamente ser modificada cuando se dé alguno de los siguientes supuestos:




    a) Cuando los pisos o locales y sus anejos sean objeto de división material, para formar otros más reducidos o independientes, o cuando sean aumentados por agregación de otros colindantes del mismo edificio o disminuidos por segregación de alguna parte.




    En tales casos se requerirá, además del consentimiento de los titulares afectados, la aprobación de la junta de propietarios, a la que incumbe la fijación de las nuevas cuotas de participación para los pisos reformados sin alteración de las cuotas de los restantes.




    b) Cuando se construyan nuevas plantas o se produzca cualquier otra alteración en la estructura del edificio o de las cosas comunes.




    Estas modificaciones afectan al título constitutivo de la propiedad, por ello deben someterse al régimen establecido para sus modificaciones. El acuerdo que se adopte fijará la naturaleza de la modificación, las alteraciones que origine en la descripción de la finca y de los pisos o locales, la variación de las cuotas de participación y el titular o titulares de los nuevos locales o pisos.
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